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Radicación Nro. :
  

660016000000201700123-01
Procesado: 


CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ARIAS
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NO SE ACREDITARON LOS REQUISITOS PARA LA CONCESIÓN DE LA LIBERTAD CONDICIONADA. [E]l actor no acredita los requisitos para ser merecedor de la libertad condicionada, habida cuenta que los delitos por los cuales se encuentra privado de la libertad ninguna correspondencia tienen con el conflicto armado, ni mucho menos se estableció vínculo que permitiera inferir que en efecto existía una relación entre tales hechos y su eventual militancia en las FARC, máxime que el modus operandi de algunas bandas dedicadas a la extorsión, es la de utilizar panfletos o identificarse como integrantes de organizaciones por fuera de la ley para infundir mayor temor en las víctimas y generar con ello el pago de diversas sumas de dinero como al parecer acá ocurrió.  Lo anterior, aunado al hecho de que en el dossier brilla por su ausencia constancia o certificación alguna donde se corrobore por parte de la Oficina del Alto Comisionado Para la Paz que el señor VÉLEZ ARIAS es integrante y hace parte de los listados entregados por dicho grupo irregular.

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                     RAMA JUDICIAL 

[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintinueve (29) de enero de dos mil dieciocho (2018)

      Acta de Aprobación N° 068
      Hora: 10:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ARIAS contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), por medio del cual se le negó la libertad condicionada de conformidad con lo reglado en la Ley 1820 de 2016.

2.- HECHOS Y PRECEDENTES

El señor CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ARIAS es investigado por las conductas de concierto para delinquir agravado en concurso heterogéneo con extorsión agravada, por las cuales fue llamado a juicio, mismo que en diligencia de julio 30 de 2017 aceptó los cargos formulados por extorsión y se decretó la ruptura de la unidad procesal para continuar el trámite por la conducta de concierto para delinquir.

En octubre 10 de 2017 y con antelación a que el jugado dictara la sentencia respectiva, el procesado entregó a su defensor acta de compromiso suscrita ante la Jurisdicción Especial para la Paz -JEP-, a consecuencia de lo cual se pidió el aplazamiento de dicha audiencia para estudiar lo pertinente, a lo que accedió el despacho quien procedió a verificar lo relativo a la inclusión y sometimiento del mismo a dicha jurisdicción.
2.- PROVIDENCIA 
En noviembre 16 de 2017, el juzgado de primer nivel, ante el cual se adelanta proceso en contra del señor VÉLEZ ARIAS, negó la solicitud impetrada por el mismo para ser merecedor a la libertad condicionada, al estimar que no reúne las exigencias previstas en el canon 35 de la Ley 1820 de 2016 y sus decretos reglamentarios, ya que no obstante haber manifestado su voluntad de acogerse a la Jurisdicción Especial para la Paz y haber suscrito el acta formal de compromiso, ello resulta insuficiente para los fines del pretendido beneficio, por cuanto está acusado por un delito que no es susceptible de amnistía de iure, ni está considerado como punible conexo al delito político.


Así mismo tampoco se ha configurado el tiempo mínimo de cinco años de privación de libertad previsto para acceder al referido beneficio, ya que solo ha transcurrido 1 año y 11 meses de detención y por ende también resulta improcedente ordenar su traslado a una Zona Veredal Transitoria de Normalización -ZVTN-, máxime que dicha figura perdió vigencia en agosto 15 de 2017.

Inconforme con la decisión,  el procesado manifestó que apelaba la misma y su defensor la sustentó en su debida oportunidad.

3.-  RECURSO

3.1. Defensor -recurrente-
Hizo consistir sus argumentos en lo siguiente: (i) su cliente ha sido acusado de extorsión agravada que no es amnistiable de iure y este firmó el acta de compromiso ante la Secretaría de la JEP; (ii) el tiempo de privación de su libertad no es igual ni supera los cinco años, lo que en principio hace inviable la concesión de la libertad condicionada y en cambio, según la normativa vigente procedería su traslado a una ZVTN, aunque las mismas han perdido vigencia y ello haría imposible que se ordenará su remisión a dichos sitios de reclusión; (iii) por parte del Tribunal se debe analizar el inciso final del artículo 1° del Decreto 900 de 2017, donde se indica que a falta de ZVTN se debe disponer la libertad condicionada y por ende a partir de agosto 15 de 2017 todas las personas que hayan firmado el Acta de Compromiso ante la JEP deben gozar de dicha libertad; (v) como quiera que CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ha estado privado de la libertad por un tiempo inferior a los cinco años, debería ser remitido a una ZVTN, pero como las mismas solo tuvieron existencia hasta agosto 15 de 2017, conforme el Decreto 900 de 2017 debe otorgársele la libertad condicionada; y (vi) pide se modifique la decisión adoptada, se le conceda el beneficio liberatorio, sea dejado a órdenes de la JEP y de existir otros requerimientos judiciales, estos queden en suspenso hasta que se instale la JEP y sea llamado por la respectiva Sala.

4.- Para resolver,  SE CONSIDERA

4.1.- Competencia

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual la señora Juez Primera Penal del Circuito Especializada de Pereira (Rda.) le negó la libertad condicionada al procesado CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ARIAS.

4.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a establecer si la determinación de primera instancia en cuanto negó la concesión de libertad condicionada al señor VÉLEZ ARIAS estuvo ajustada a derecho y hay lugar a su confirmación; o si, por el contrario, el procesado se hace merecedor de dicha figura, como lo solicita el apoderado recurrente.

4.3.- Solución a la controversia

Como se anunció, la inconformidad del letrado radica en el hecho de que se le haya negado a su defendido la libertad condicionada como así lo establece el canon 35 de la Ley 1820 de 2016.

Es pertinente entonces verificar el contenido de la referida norma, reglamentada por los Decretos 277, 1252, 1274 y 900 de 2017, así:

El artículo 35 de la Ley 1820 de 2016 dispone:

“Libertad condicionada. A la entrada en vigor de esta ley, las personas a las que se refieren los artículos 15, 16, 17, 22 Y 29 de esta ley que se encuentren privadas de la libertad, incluidos los que hubieren sido procesados o condenados por los delitos contemplados en los artículos 23 y 24, quedarán en libertad condicionada siempre que hayan suscrito el acta de compromiso de que trata el artículo siguiente. 
Parágrafo. Este beneficio no se aplicará a las personas privadas de la libertad por condenas o procesos por delitos que en el momento de la entrada en vigor de la Ley de Amnistía, no les permita la aplicación de amnistía de iure, salvo que acrediten que han permanecido cuando menos 5 años privados de la libertad por esos hechos y se adelante el trámite del acta previsto en el siguiente artículo. 
En caso de que la privación de la libertad sea menor a 5 años, las personas serán trasladadas a las Zonas Veredales Transitorias de Normalización (ZVTN), una vez que los miembros de las FARC-EP en proceso de dejación de armas se hayan concentrado en ellas, donde permanecerán privadas de la libertad en las condiciones establecidas en el numeral 7 del artículo 2° del Decreto 4151 de 2011. 
Las personas trasladadas permanecerán en dichas ZVTN en situación de privación de la libertad hasta la entrada en funcionamiento de la JEP, momento en el cual quedarán en libertad condicional a disposición de esta jurisdicción, siempre y cuando hayan suscrito el acta de compromiso de que trata el artículo siguiente. 
La autoridad judicial que esté conociendo el proceso penal aplicará lo previsto en cuanto a la libertad […]”

El artículo 10 del Decreto 277 de febrero 17 de 2017, señala:

“Artículo 10°. De la libertad condicionada. Las personas que estén privadas la libertad por delitos que no son objeto de la amnistía de iure, pero se encuentren en alguno de los supuestos contemplados en los artículos 17 de la Ley 1820 de 2016 y 6 de este Decreto, que hayan permanecido cuando menos cinco (5) años privados de la libertad por estos hechos, serán objeto de libertad condicionada, una vez se haya adelantado el trámite del acta prevista en el artículo 14 de este Decreto y según el procedimiento que a continuación se describe. Su trámite será preferente sobre cualquier otro asunto de la oficina judicial”.

Así mismo, el canon 11 del referido Decreto dispone:

Artículo 11°. Procedimiento de acceso a la libertad condicionada en caso de procesados que han cumplido cuando menos cinco (5) años de privación efectiva de libertad por estos hechos. 

La libertad condicionada, en eventos de trata el artículo 35 de la Ley 1820 de 16 procederá, para personas procesadas, en los siguientes dos supuestos:

I. La libertad condicionada se aplicará a todos los miembros de las FARCEP que estén en los listados entregados y verificados por el Gobierno Nacional según el procedimiento acordado en punto 3.2.2.4 del Acuerdo Final, cuando hayan cumplido al menos 5 años de privación efectiva de la libertad y la medida de aseguramiento haya sido adoptada por delitos respecto de los que no se otorga la amnistía de iure”. -subrayado de la Sala-
De igual forma, el artículo 1° del Decreto 900 de mayo 29 de 2017, adicionó dos parágrafos transitorios al artículo 8 de la Ley 418 de 1997, modificado por el art. 1° de la Ley 1776 de 2016, y específicamente el parágrafo 3A, expresa:

“En aquellos casos en los que no se hubiere decidido por parte de las autoridades judiciales sobre el traslado de las personas privadas de la libertad a la ZVTN o PTN, y las mismas ya hubieren finalizado, la autoridad judicial procederá a otorgar la libertad condicionada en los términos establecidos en la ley 1820 de 2016 y el Decreto 277 de 2017”.
Finalmente, el artículo 1° del Decreto 1252 de julio 19 de 2017
, dispone lo siguiente:
“Artículo 2.2.5.5.1.7. Requisito de 5 años de privación de la libertad para la concesión del beneficio de la libertad condicionada. Las personas que estén privadas de la libertad por delitos que no son objeto de la amnistía de iure, que estén vinculadas a varios procesos y/o sentencias cometidas todas en el marco del conflicto armado, serán objeto de la libertad condicionada, siempre y cuando hayan permanecido cuando menos cinco (5) años de privación efectiva de la libertad por uno o varios procesos o sentencias vigentes. Además de lo anterior, deberán cumplir los demás requisitos para acceder a la libertad condicionada establecidos en la Ley 1820 de 2016”.
En el presente asunto, se tiene que el señor VÉLEZ ARIAS solicitó a la funcionaria de instancia que adelanta los procesos en su contra -extorsión agravada y concierto para delinquir agravado- que le concediera la libertad condicionada ya que las conductas por él cometidas son conexas con su pertenencia a las FARC-EP, lo cual le fue negado por cuanto no cumple las exigencias para ello.
De la información arrimada a la actuación se desprende que el actor no acredita los requisitos para ser merecedor de la libertad condicionada, habida cuenta que los delitos por los cuales se encuentra privado de la libertad ninguna correspondencia tienen con el conflicto armado, ni mucho menos se estableció vínculo que permitiera inferir que en efecto existía una relación entre tales hechos y su eventual militancia en las FARC, máxime que el modus operandi de algunas bandas dedicadas a la extorsión, es la de utilizar panfletos o identificarse como integrantes de organizaciones por fuera de la ley para infundir mayor temor en las víctimas y generar con ello el pago de diversas sumas de dinero como al parecer acá ocurrió.  Lo anterior, aunado al hecho de que en el dossier brilla por su ausencia constancia o certificación alguna donde se corrobore por parte de la Oficina del Alto Comisionado Para la Paz que el señor VÉLEZ ARIAS es integrante y hace parte de los listados entregados por dicho grupo irregular.

Lo anterior encuentra sustento en decisión adoptada por la H. Corte Suprema de Justicia, dentro del auto 50386 de junio 28 de 2017, cuando se señaló:

“3. Acorde con el artículo 5º del Acto Legislativo 01 de 2017, integrado a la Constitución Nacional desde el 4 de abril de 2017, la Jurisdicción Especial para la Paz conocerá «de manera preferente sobre las demás jurisdicciones y de forma exclusiva de las conductas cometidas con anterioridad al 1º de diciembre de 2016, por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto armado, por quienes participaron en el mismo, en especial respecto a conductas consideradas graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario o graves violaciones de los Derechos Humanos…Respecto de los combatientes de los grupos armados al margen de la ley, el componente de Justicia del sistema sólo se aplicará a quienes suscriban un acuerdo final de paz con el Gobierno nacional». 

Siendo ello así, los hechos que por mandato constitucional conocerá la citada jurisdicción son los cometidos por causa, con ocasión y en relación directa o indirecta con el conflicto armado, ocurridos con antelación al 1º de diciembre de 2016, respecto de los actores armados allí relacionados. 

[…]

El vínculo con el conflicto armado, por tanto, es el criterio esencial a verificar por el funcionario judicial cuando decide sobre alguno de los institutos establecidos en la normativa surgida como consecuencia de la implementación del Acuerdo Final. Ello, además, porque es el parámetro utilizado frente a los agentes del estado y el que se ha usado en el otro modelo de justicia transicional colombiana. 

4. El Artículo 35 de la Ley 1820 de 2016 establece que «las personas a que se refieren los artículos 15, 16, 17, 22 y 29 de esta ley que se encuentren privadas de la libertad, incluidos los que hubieren sido procesados o condenados por los delitos contemplados en los artículo 23 y 24, quedarán en libertad condicionada siempre que hayan suscrito el acta de compromiso de que trata el siguiente artículo».

Son destinatarios de la libertad condicionada, en consecuencia, los procesados o condenados por los delitos respecto de los que procede la amnistía de iure, esto es, por delitos políticos —rebelión, sedición, asonada, conspiración, seducción, usurpación y retención ilegal de mando— y los conexos enumerados en el artículo 16, siempre y cuando: a) se investigue, procese o condene por pertenencia o colaboración con las FARC-EP, b) sean integrantes de dicho grupo subversivo, acorde con el listado entregado por los representantes del grupo, c) en la sentencia se indique que el condenado perteneció a las FARC-EP, aunque no se condene por delito político, siempre que sea conexo en los términos de la Ley 1820 de 2016, d) hayan sido investigados, procesados o condenados por delitos políticos o conexos, cuando se pueda deducir del proceso que lo fueron por su presunta pertenencia o colaboración a las FARC-EP —arts.17 y 22—, e) las personas perseguidas penalmente por conductas desplegadas en contextos relacionados con el ejercicio del derecho a la protesta o disturbios internos, según el listado de delitos del artículo 29.

[…]

Ello porque los beneficios consagrados en la Ley 1820 de 2016 no aplican de forma automática a todos los delitos cometidos por integrantes de las FARC-EP o por los agentes del Estado sino a los que allí se especifican, los cuales tienen como denominador común que hayan sido cometidos durante y con ocasión del conflicto armado. 

De esta manera, el funcionario debe verificar los presupuestos establecidos para esas figuras jurídicas, esto es, la calidad de integrante de dicho grupo subversivo o la condición de agente del Estado, la relación del delito investigado o juzgado con el conflicto armado, además de los requisitos puntuales exigidos respecto a cada instituto.

El vínculo con el conflicto armado se establecerá provisionalmente para efectos de la libertad condicionada a partir de una inferencia razonable surgida del examen de los hechos informados por la Fiscalía, consignados en las sentencias o en cualquier otra pieza procesal aportada, así como del contexto dentro del cual fueron cometidos.

Si de acuerdo a la inferencia realizada por el funcionario judicial, todos los hechos punibles atribuidos al interesado están vinculados al conflicto armado, decretará la conexidad procesal y concederá la libertad condicionada, siempre que se haya suscrito el acta de compromiso del artículo 36 de la Ley 1820 de 2016. Si alguno de ellos no tiene relación con el conflicto armado, el funcionario lo excluirá de la acumulación procesal y resolverá la petición de libertad condicionada respecto de los que sí reúnen las condiciones”.  -negrillas de la Sala-
Será entonces por medio de un proceso de valoración de los hechos y circunstancias donde se determine si en efecto el delito investigado o juzgado, se dio en el marco del conflicto armado, respecto de lo cual salvo lo mencionado en el escrito acusatorio, relativo a la utilización de panfletos alusivos a las FARC para realizar las exigencias económicas, nada más se ha acreditado en el presente asunto.
Y si bien es cierto el procesado suscribió ante el Secretario Ejecutivo de la J.E.P., el acta de compromiso a que alude el canon 36 de la Ley 1820 de 2016 -reglamentada por el artículo 14 del Decreto 277 de 2017-, tal situación per se no lo acredita de manera automática como integrante de las FARC, y menos que ello baste para disponer su libertad condicionada, ya que tal documento se erige como uno de los requisitos que los funcionarios judiciales deben tener en cuenta para verificar si se hace merecedor a la aplicación de las normas que se han expedido como consecuencia del Acuerdo final para la Terminación del Conflicto suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP.

Así mismo, y si en gracia de discusión se dijera que en efecto el señor VÉLEZ ARIAS es integrante de las FARC-EP, en la actualidad no procedería su traslado a las ZVTN, por cuanto estas perdieron su vida jurídica a partir de agosto 15 de 2017 y lo único que a su favor se podría predicar sería la libertad condicionada que reclama, pero ésta, en sentir de la Corporación y como igualmente lo pregonó la juzgadora de Instancia, no puede otorgársele por cuanto como así lo dispone el decreto 1252 de 2017 -norma posterior al Decreto 900 de 2017-, las personas que no hayan sido objeto de la amnistía de iure y que se hallen vinculadas  a varios procesos cometidos en el marco del conflicto armado -de lo cual acá nada se ha probado-, podrán obtener tal beneficio siempre y cuando hayan permanecido cuando menos cinco (5) años de privación efectiva de la libertad –inciso 1°, numeral 1° artículo 11 Decreto 277 de 2017-, lo que en este caso no se cumple toda vez que el señor CÉSAR AUGUSTO fue capturado en diciembre 8 de 2015, por lo cual a la fecha tan solo han transcurrido algo más de dos años desde su detención.
En ese orden de ideas considera el Tribunal que la providencia emitida por la a quo al negar al señor VÉLEZ ARIAS la concesión de la libertad condicionada, reglada en la Ley 1820 de 2016, se encuentra ajustada a derecho y en esas condiciones se acompañará la determinación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) negó la concesión de la libertad condicionada reclamada por el procesado CÉSAR AUGUSTO VÉLEZ ARIAS.
Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� “Por el cual se adiciona el Capítulo 5 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Regimentaría del Sector Justicia, por el cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales diferenciados, reglamentando la Ley 1820 del 30 de diciembre de 2016 y el Decreto Ley 277 de 2017 y se dictan otras disposiciones”.
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